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ha estado altamente influen-
ciada por la labor desarrollada 
por instituciones como la Unión  
Europea (UE), la Organización 
para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (OCDE) o el 
Banco Mundial, que han trabaja-
do muy intensamente en desarro-
llar estándares comunes y en incen-
tivar la realización de evaluaciones 
rigurosas (Pattyn et al., 2018).

En España, el desarrollo de la 
EvPP ha sido más tardío, logran-
do su consolidación en la última 
década. El proceso ha estado muy 
marcado por el papel protagonis-
ta que ha adquirido la Autoridad 
Independiente de Responsabili-
dad Fiscal (AIReF), hasta situarse 
como un referente en materia de 
evaluación en España. La institu-
ción ha adoptado un enfoque va-
lioso y distintivo por tres motivos 
principales: por su compromiso 
con la evaluación rigurosa y con 
un enfoque de trabajo basado en 
evidencias y en datos, por su de-
fensa de evaluaciones realizadas 
por una institución independien-
te como garantía de la máxima 
objetividad y transparencia, y por 
la fijación de la eficiencia como 
punto central, donde la pregunta 
clave es: ¿se pueden lograr me-
jores resultados con los mismos 
recursos, o resultados similares, 
pero con menos recursos?

La aprobación de la Ley 
27/2022 de Institucionalización 
de la Evaluación de Políticas 
Públicas en la Administración 
General del Estado (AGE) repre-
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I.	 INTRODUCCIÓN

LA evaluación de políticas pú-
blicas (EvPP) es una práctica 
sistematizada que aplica di-

versos métodos de investigación 
y análisis para comprender y me-
dir los efectos, resultados e im-
pactos de las intervenciones pú-
blicas. En otras palabras, permite 
responder no solo a si se están 
obteniendo los resultados per-
seguidos y los objetivos fijados, 
sino también a si se están logran-
do de la manera más eficiente y 
efectiva. Su importancia radica 
en su capacidad de proporcionar 
información objetiva y fiable que 
mejore la toma de decisiones, 
optimizar el uso de los recursos 
públicos y favorecer la rendición 
de cuentas ante la ciudadanía. 
En las democracias modernas, la 
EvPP se ha consolidado como una 
herramienta esencial para fortale-
cer la transparencia y la eficacia en 
la gestión pública (Casado y Del 
Pino, 2021; Ruíz y Cuéllar, 2013).

El recurso a la evaluación de 
políticas públicas no es nuevo, 
ya que se trata de una práctica 
con un fuerte arraigo en muchos 
países del entorno europeo e in-
ternacional, especialmente en los 
anglosajones. Reino Unido, Esta-
dos Unidos, Canadá o Alemania, 
aunque con distintas aproxima-
ciones y enfoques, constituyen 
algunos ejemplos de países con 
una importante trayectoria y tra-
dición evaluadora (Casado y Del 
Pino, 2021; Jacob et al., 2015). 
La práctica de la EvPP también 
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fundamentales que deben po-
tenciarse para mejorar la EvPP en 
el contexto español. En la última 
sección, se ofrecen las principa-
les reflexiones y conclusiones ex-
traídas de estos puntos.

II.	UNA NUEVA ERA EN LA 
EVPP EN ESPAÑA

1.	La transformación y 
consolidación en el 
entorno de la AGE

El proceso de transformación 
de la EvPP desde sus primeras 
etapas embrionarias hasta su ins-
titucionalización y consolidación 
ha estado muy influenciado por 
mandatos europeos y la necesi-
dad de modernizar la Adminis-
tración pública en España, refle-
jando una evolución más reactiva 
que proactiva en comparación 
con otros países (Casado y Del 
Pino, 2021). Otro rasgo distintivo 
es la notable aceleración de los 
avances en la última década, es-
pecialmente desde 2017, período 
durante el cual se han sucedido 
numerosos hitos relevantes en la 
EvPP, en contraste con los pro-
gresos más espaciados y gradua-
les de las etapas anteriores.

La entrada de España en la UE en 
1986 marcó un punto de inflexión 
en la modernización de las institu-
ciones españolas y en la adopción 
de una mayor transparencia y efi-
ciencia en la gestión pública. Aun-
que en los años siguientes no se 
produjo un desarrollo inmediato 
de la EvPP en sentido estricto, sí se 
sentaron las bases para su desarro-
llo. La creación de la Agencia Esta-
tal de Evaluación de la Calidad de 
los Servicios y de las Políticas Pú-
blicas (AEVAL) en 2007 fue un pri-
mer paso hacia la formalización de 
la práctica evaluativa a nivel estatal 
(1). La AEVAL fue concebida como 
el órgano encargado de coordinar 
y hacer evaluaciones de las políti-
cas públicas a nivel estatal, con el 

senta otro hito relevante en este 
proceso. La norma, que da cum-
plimiento al hito 146 del Compo-
nente 11 «Modernización de las 
Administraciones públicas» del 
Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia (PRTR), trata 
de dotar de un marco a la EvPP 
en el entorno de la AGE. Entre 
otros, contempla la creación de 
distintas arquitecturas institucio-
nales, establece mecanismos y 
sistemas para fortalecer la prác-
tica evaluativa, especialmente ex 
ante, e introduce obligaciones 
en materia de transparencia. 

En el plano autonómico, 
también se ha seguido esta 
tendencia, y las comunidades 
autónomas han ido configuran-
do y desarrollando sus propios 
sistemas de evaluación, con en-
foques diversos que reflejan sus 
contextos y necesidades parti-
culares (Trias y Zúñiga-Guevara, 
2024). Algunas también están 
inmersas en el desarrollo e im-
plementación de marcos nor-
mativos y organizativos que or-
denen, sistematicen y ayuden a 
consolidar un sistema evaluador 
sólido, integrado y eficaz.

Sin embargo, persisten desa-
fíos significativos que limitan el 
alcance y el impacto real de las 
evaluaciones en la toma de de-
cisiones, siendo necesario abrir 
paso a nuevas perspectivas y 
enfoques. Aunque se ha avan-
zado en la creación de marcos 
normativos e institucionales, es 
necesario mejorar la capacidad 
evaluadora, asegurando su utili-
dad práctica en todas las etapas 
del ciclo de las políticas públicas. 
La EvPP debe estar fundada en 
análisis rigurosos y de la máxima 
calidad, pero debe no solo ser-
vir para analizar y conocer, sino 
también para tomar decisiones 
informadas y mejorar el diseño 
y los resultados de las políticas 
públicas. Tres elementos son es-

pecialmente relevantes en este 
contexto: la gobernanza y ges-
tión eficaz del dato, el uso de 
la experimentación como herra-
mienta innovadora, y el segui-
miento y la acción efectiva de las 
recomendaciones derivadas de 
las evaluaciones.

La mejora en la gestión del 
dato es imperativa para poder 
aprovechar todo el potencial que 
ofrece el gran volumen de in-
formación del que disponen las  
Administraciones públicas y po-
der efectuar evaluaciones rigu-
rosas y de calidad. Por su par-
te, la experimentación pública 
constituye una herramienta es-
pecialmente valiosa, ya que per-
mite probar y ajustar políticas en 
un entorno controlado antes de 
su implementación a gran esca-
la, aumentando la probabilidad 
de éxito. Por otro lado, para 
asegurar la utilidad de la EvPP 
se deben adoptar enfoques de 
seguimiento continuo y gestión 
del cambio, garantizando que 
las políticas públicas logren re-
sultados tangibles y sostenibles.  

El propósito de este artículo 
es analizar y comprender el esta-
do actual de la EvPP en España, 
identificar los progresos realiza-
dos y proponer desarrollos y me-
joras necesarias para optimizar 
su efectividad. Para ello, se revi-
sa exhaustivamente la literatura 
existente y las iniciativas más re-
cientes, que se complementan 
con la experiencia práctica de los 
autores en evaluaciones en distin-
tos contextos y niveles en España. 

El resto del artículo se estruc-
tura en cuatro secciones. En la 
siguiente se resume el camino 
recorrido en la consolidación de 
la EvPP a nivel nacional y auto-
nómico, muy marcado por su 
creciente institucionalización. En 
la tercera sección se identifican 
y analizan los elementos y claves 
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una estrategia integral, una pla-
nificación coherente o un marco 
normativo adecuado conducían 
a la fragmentación de las evalua-
ciones, generando evaluaciones 
aisladas y muy dispares (Casado y 
Del Pino, 2021; IEPP, 2021).  

Esta realidad, junto con las 
demandas del ecosistema evalua-
dor y de la academia, motivó la 
inclusión en el PRTR de reformas 
orientadas a reformar la EvPP en 
la Administración pública estatal, 
como la promulgación de una ley 
de evaluación de políticas públi-
cas y la creación de un nuevo or-
ganismo de evaluación, y el man-
tenimiento e institucionalización 
de los spending review (4).

La primera reforma se con-
cretó con la aprobación de la 
Ley 27/2022, de 20 de diciem-
bre, de Institucionalización de la 
Evaluación de Políticas Públicas 
en la Administración General 
del Estado (LIEPP), cuyo objetivo 
es tratar de resolver la disper-
sión y falta de uniformidad en 
la práctica evaluativa, promo-
viendo una cultura de evaluación 
coherente y sistemática en la  
Administración, de forma que 
la EvPP fomente la innovación 
en la gestión pública y fortalez-
ca la rendición de cuentas (5) (6). 
Con relación a las evaluaciones 
de gasto público, en septiem-
bre de 2021 se aprobó la creación 
de la División de Evaluación de  
Gasto Público dentro de la  
AIReF, hito con el que se refuerza 
la función evaluadora de la AIReF 
y se fortalece la capacidad de la 
institución para dar continuidad, 
estabilidad y permanencia a los 
ejercicios de revisión del gasto. 
También se potencia su capaci-
dad de influencia, estableciendo 
la obligación para el Gobierno de 
cumplir las recomendaciones 
de los spending review o expli-
car por qué no lo hace (principio 
de «cumplir o explicar»).

spending review (revisión de gasto) 
en 2017 (3). Este encargo, al que se 
le confirió un carácter plurianual, 
sentó las bases para una evalua-
ción más sistemática del gasto 
público en España en un contexto, 
además, de demanda social hacia 
los Gobiernos de una mayor efi-
ciencia, transparencia y rendición 
de cuentas (Fedea, 2024). La AI-
ReF se convirtió en la entidad de 
referencia para la revisión de áreas 
críticas de gasto público, actividad 
que fue consolidando con sucesi-
vos encargos de Administraciones 
autonómicas (Aragón, Castilla y 
León, Extremadura, Navarra e Illes  
Balears). Ello resulta particularmen-
te interesante por dos cuestiones. 
Por un lado, porque refleja la nece-
sidad de contar con una institución 
con capacidad técnica y recursos 
para hacer evaluaciones rigurosas y 
de utilidad práctica. Por otro, por-
que permitieron ampliar la base de 
partidas presupuestarias y políticas 
evaluadas en un contexto de des-
centralización de competencias ha-
cia las comunidades autónomas. 
En las sucesivas fases del spending  
review y encargos autonómicos 
se evaluaron partidas de elevada 
importancia presupuestaria, como 
políticas activas de empleo, gasto 
sanitario, becas universitarias, be-
neficios fiscales e inversiones en 
infraestructuras. 

Aunque la AIReF ha asumido 
un papel protagonista en la EvPP, 
esta práctica no es ajena a otras 
unidades y organismos del sec-
tor público estatal, que también 
llevan a cabo evaluaciones de 
planes, programas, normativas 
y políticas, muchas de ellas cofi-
nanciadas con fondos europeos, 
pero generalmente con un enfo-
que específico o sectorial (IEPP, 
2021). Sin embargo, la institu-
cionalización de estas prácticas 
evaluativas, entendida como un 
proceso planificado, formal y sis-
temático, presentaba un amplio 
margen de mejora. La falta de 

objetivo de mejorar la calidad y efi-
cacia de los servicios públicos. No 
obstante, su impacto durante los 
primeros años de funcionamien-
to fue limitado, en parte debido 
a una falta de integración clara 
en los procesos de toma de deci-
siones políticas y a la ausencia de 
una cultura evaluativa consolida-
da. Tras ser vaciada gradualmente 
de recursos y contenido, fue supri-
mida en 2017 (2) y sustituida por 
el Instituto para la Evaluación de 
Políticas Públicas, unidad con nivel 
orgánico de subdirección general. 
Aunque publicó metodologías es-
tandarizadas y trató de fomentar la 
cultura evaluadora a través de ac-
tividades de formación y difusión, 
no hizo evaluaciones rigurosas o 
de cierta entidad (Fedea, 2021 y 
2024; IEPP, 2021).

Durante el declive de AEVAL, la 
normativa de evaluación recibió un 
nuevo impulso con la creación de 
la Comisión para la Reforma de las 
Administraciones Públicas (CORA) 
en 2012. Esta comisión propu-
so fortalecer los mecanismos 
de evaluación ex ante y ex post, 
propuestas que se incorporaron 
en la Ley 40/2015 de Régimen 
Jurídico del Sector Público. La ley 
introdujo la obligatoriedad de 
elaborar memorias de impacto 
normativo para todas las normas 
con rango de ley o reglamento, 
estableciendo un marco más es-
tructurado para la evaluación ex 
ante en la toma de decisiones 
gubernamentales (Fedea, 2021). 
Sin embargo, estas memorias a 
menudo se han reducido a trá-
mites formales con análisis su-
perficiales centrados en efectos 
presupuestarios, sin considerar 
adecuadamente otros impactos, 
como los redistributivos o sociales.

Un hito trascendental duran-
te esta etapa fue la creación de 
la AIReF en 2013 y, especialmen-
te, el encargo formal del Gobier-
no para llevar a cabo el primer  
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indicar, en el informe de resul-
tados, las medidas que se van 
a adoptar en relación con las 
recomendaciones y, en su caso, 
justificar las razones que llevan 
a la inaplicación de las que se 
rechacen, a efectos de promo-
ver la incorporación de los resul-
tados de la evaluación de políti-
cas públicas al proceso de toma 
de decisiones. El segundo es 
que plantea, aunque sea tími-
damente, una gobernanza del 
dato entre los distintos niveles 
y ámbitos de la Administración, 
o la creación de un sistema de 
indicadores comunes que fa-
vorezcan evaluaciones más ar-
mónicas y coherentes. Estas 
menciones suponen un recono-
cimiento de facto que la frag-
mentación y dispersión de datos 
son grandes obstáculos para las 
evaluaciones, aunque no se pro-
fundiza lo suficiente en este as-
pecto ni se detalla cómo se van 
a desarrollar estas cuestiones.

Adicionalmente, un desafío 
crítico que la ley apenas aborda 
es la falta de capacitación y for-
mación especializada en eva-
luación de políticas públicas. Si 
bien se reconoce la importancia 
de contar con expertos, la reali-
dad es que el sistema actual no 
está adecuadamente preparado 
para desarrollar las competen-
cias necesarias en este campo. 
La escasez de perfiles especiali-
zados y la limitada oferta de for-
mación en la Administración pú-
blica son barreras significativas 
que, sin una estrategia clara para 
fortalecer las capacidades de los 
equipos evaluadores, podrían 
comprometer la calidad y el im-
pacto de las evaluaciones futuras.

En definitiva, aunque la ley 
establece un marco de referen-
cia importante para la EvPP y 
representa un avance al inten-
tar unificar y ordenar la práctica 
evaluadora en España, su efec-

tener cierta capacidad de in-
fluencia (Fedea, 2024; Andrés 
Jovani, 2023).

Otro de los aspectos de ma-
yor interés de la ley es su preten-
sión por reforzar la evaluación 
ex ante, con una clara vocación 
a que estas contemplen un en-
foque más amplio que el actual, 
incorporando en las memorias 
de impacto normativo la pers-
pectiva de género, el equilibrio 
intergeneracional, el reto demo-
gráfico, la transformación di-
gital o la sostenibilidad social y 
medioambiental. También se fo-
menta la evaluación intermedia 
para ajustes durante la ejecución 
de las políticas, y la evaluación 
ex post para medir los resultados 
finales, aunque sin definir clara-
mente qué políticas o programas 
deben ser evaluados ni los méto-
dos específicos a emplear.

En cuanto a la planificación de 
las evaluaciones, la LIEPP estable-
ce dos tipos de instrumentos: el 
Plan de Evaluaciones Estratégicas 
del Gobierno, de carácter cuatrie-
nal, y el Plan de Evaluación De-
partamental, elaborado por cada 
ministerio con una periodicidad 
bienal y que contemplará la obli-
gación de evaluaciones ex ante y 
ex post de las políticas de especial 
repercusión en el presupuesto o 
por su impacto económico y so-
cial. No obstante, sigue faltando 
una mayor concreción de su con-
tenido, así como una priorización 
temática coherente, lo que puede 
llevar a selecciones arbitrarias de 
políticas para ser evaluadas, limi-
tándose a cumplir formalmente 
con la ley sin una estrategia glo-
bal que oriente el proceso.

Dos elementos adicionales de 
la LIEPP merecen especial aten-
ción. El primero de ellos es que 
la ley establece que el órgano 
responsable de la política públi-
ca objeto de evaluación deberá 

Centrando la atención en la 
LIEPP, en ella se prevé la crea-
ción de tres organismos: la 
Agencia Estatal de Evaluación 
de Políticas Públicas, para coor-
dinar, supervisar e impulsar el 
sistema público de evaluación 
y dar acompañamiento, apo-
yo y tutela a los departamentos 
ministeriales; la Comisión Su-
perior de Evaluación, que debe 
coordinar los distintos ministe-
rios entre sí y con la AGE; y el 
Consejo General de Evaluación, 
de carácter consultivo y asesor 
donde entidades, organizacio-
nes y asociaciones ayudarán a 
la cultura evaluadora. Además, 
también prevé la creación de 
unidades de coordinación de la 
evaluación de políticas públi-
cas en cada ministerio (Fedea, 
2024). Sin embargo, la norma 
denota una falta de claridad so-
bre las funciones, responsabili-
dades y asignación de recursos 
de estas estructuras para ase-
gurar que funcionen de manera 
adecuada, sin generar una ex-
cesiva carga administrativa que 
comprometa su efectividad. 

En particular, la Agencia Es-
tatal de Evaluación desempe-
ñará un papel clave en la nue-
va arquitectura, al supervisar y 
coordinar las evaluaciones, de-
sarrollar indicadores comunes 
y metodologías estándar para 
asegurar la consistencia entre 
ministerios y otros organismos. 
Su creación puede suponer un 
avance significativo, pero su éxi-
to dependerá, en gran medida, 
de la capacidad del ejecutivo 
para proporcionarle la autono-
mía y los recursos necesarios, 
y evitar que pueda quedar re-
legada a un papel secundario. 
Algunos autores enfatizan en la 
necesidad de asegurar su inde-
pendencia del poder ejecutivo 
para mantener la objetividad y 
la rigurosidad en el proceso eva-
luador y que la entidad pueda 
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zación y funcionamiento. Algu-
nos ejemplos son Illes Balears 
(Ley 4/2011, de 31 de marzo, 
de la buena Administración y del 
buen Gobierno de las Illes Ba-
lears, y en la que se refiere a la 
Oficina de Evaluación Pública de 
las Illes Balears, como órgano de 
ejecución, coordinación y con-
sulta de las acciones de evalua-
ción), la Región de Murcia (Ley 
12/2014, de 16 de diciembre, 
de transparencia y participación 
ciudadana de la Comunidad Au-
tónoma de la Región de Murcia, 
y Ley 2/2014, de 21 de marzo, de 
proyectos estratégicos, simplifica-
ción administrativa y evaluación 
de los servicios públicos de la Co-
munidad Autónoma de la Región 
de Murcia) o Navarra (Ley Foral 
5/2018, de 17 de mayo, de Trans-
parencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, que in-
trodujo la obligatoriedad de eva-
luar políticas públicas y programas 
en la Comunidad Foral).

En Andalucía, la Ley 9/2007, 
de 22 de octubre, de Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, 
establece la necesidad de evaluar 
la calidad de los servicios públi-
cos y los programas implemen-
tados en la región. Aunque esta 
normativa no contempla de ma-
nera exhaustiva la evaluación de 
todas las políticas públicas, sí ha 
fomentado la creación de estruc-
turas internas que se dedican 
a la evaluación en áreas clave 
como la salud y la educación. La 
experiencia andaluza también ha 
estado basada en la cooperación 
con universidades y otros orga-
nismos de investigación, que han 
proporcionado apoyo técnico y 
metodológico en la evaluación 
de políticas públicas complejas 
(Trias y Zúñiga-Guevara, 2024).

Por su parte, Galicia y Cataluña 
han hecho avances considerables 
en el campo de la evaluación de 
políticas públicas, aunque con 

cultura de la evaluación que se 
ha producido en la AGE, estable-
ciendo también sus propios ór-
ganos de evaluación, adaptando 
sus propias estrategias y promul-
gando desarrollos normativos de 
diferente calado para abordar y 
ordenar la práctica evaluativa. A 
pesar de las diferencias, un ele-
mento común es la orientación 
hacia la consolidación de siste-
mas de evaluación más robustos 
y coordinados.

Por tanto, el objetivo de este 
epígrafe no será realizar un ejer-
cicio exhaustivo sobre la situación 
de la EvPP en las todas las comuni-
dades autónomas, dada la diversi-
dad y complejidad que implicaría 
abarcar la realidad y singularidad 
de 17 territorios. En su lugar, se 
realiza un ejercicio ilustrativo, sin 
pretender agotar la amplitud del 
análisis, repasando la trayectoria y 
progresos de algunas de ellas (por 
suponer ejemplos más recientes o 
haber centrado más la atención 
de la producción académica), así 
como desafíos que todavía en-
frentan, muchos de ellos comunes 
y que no distan sustancialmente 
de los ya planteados en el entor-
no de la AGE.

Varias comunidades han avan-
zado de manera significativa en 
la creación de marcos normati-
vos en un intento de ordenar, 
sistematizar y dotar de una ar-
quitectura institucional a la EvPP. 
En la mayoría existen desarrollos 
normativos de diferente calado 
en los que se incluyen referen-
cias a la evaluación de políticas 
públicas, aunque de una forma 
excesivamente genérica y mu-
chas veces relacionadas con el 
cumplimiento de requisitos de 
transparencia, buen Gobierno y 
rendición de cuentas, con men-
ciones a estructuras administrati-
vas con competencias en materia 
de evaluación, pero sin concretar 
demasiado su desarrollo, organi-

tividad en la realidad dependerá 
de cómo se superen las barreras 
existentes en la implementación 
práctica. Como señalan muchos 
autores, la existencia de un texto 
normativo no es suficiente ni de-
terminante para crear un sistema 
eficaz de evaluación de políticas 
públicas; siendo necesario un 
esfuerzo continuado y un com-
promiso real para transformar 
las intenciones en resultados 
tangibles (Fedea, 2021 y 2024; 
Casado y Del Pino, 2021 y 2022).

2.	La EvPP en las 
comunidades autónomas: 
progresos en un contexto 
descentralizado

Cuando se habla de la EvPP en 
España, resulta imposible obviar 
el papel clave de las comunida-
des autónomas en este proceso. 
La descentralización de compe-
tencias en el Estado español ha 
otorgado a las comunidades au-
tónomas un protagonismo fun-
damental en el diseño y la gestión 
de muchas políticas públicas que 
afectan directamente a la ciuda-
danía, como la sanidad, la edu-
cación o y los servicios de protec-
ción y promoción social. En este 
sentido, la EvPP en las comuni-
dades autónomas adquiere una 
relevancia especial no solo por su 
capacidad de influir en la mejora 
de las políticas a nivel regional, 
sino también por la necesidad de 
articular un sistema coherente y 
coordinado con las evaluaciones 
realizadas a nivel estatal.

En el ámbito autonómico, 
puede afirmarse que no existe 
un modelo homogéneo de eva-
luación, sino que se han adop-
tado diferentes formatos en 
función de sus necesidades, re-
cursos y capacidades. Además, 
las comunidades autónomas no 
han sido ajenas a los avances y 
al desarrollo de la institucionali-
zación y de la promoción de la 
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nifiesta de disponer de evaluacio-
nes con un sentido eminentemen-
te práctico y útiles para la toma de 
decisiones, y menos condicionadas 
por las dinámicas internas de sus  
Administraciones. Algunas comu-
nidades han optado por exter-
nalizar y encargar parte de estas 
evaluaciones a la AIReF (Aragón, 
Extremadura, Comunidad Foral 
de Navarra o Illes Balears), apro-
vechando su capacidad técnica y 
experiencia en el análisis de políti-
cas públicas a nivel nacional, para 
obtener una visión más objetiva 
y detallada en clave autonómica. 
Otras también están explorando 
nuevas vías para desarrollar capa-
cidades internas de evaluación, ya 
sea a través de la creación de orga-
nismos especializados o mediante 
la colaboración con expertos, uni-
versidades y consultoras externas. 
En todos los casos, una de las prin-
cipales dificultades que las comu-
nidades tratan de solventar –y de 
la que los autores dan cuenta 
desde su experiencia práctica en la 
realización de evaluaciones– es 
la falta de recursos técnicos, per-
files especializados y capacidades 
evaluadoras. La fragmentación 
de los datos, las dificultades en el 
acceso a la información o las rigi-
deces propias de la Administración 
continúan siendo también barreras 
que deberán ser superadas para 
consolidar sistemas de evaluación 
eficaz y sostenible.

III.	 UN PASO ADELANTE: 
HACIA UNA MEJORA 
SUSTANTIVA DE LA EVPP 
EN ESPAÑA

1.	 La gobernanza y gestión 
del dato como pilar esencial 
para la realización de 
evaluaciones ágiles y de alto 
valor

Es indiscutible que las Adminis-
traciones públicas españolas, en 
todos sus niveles, enfrentan retos 
persistentes relacionados con la 

ta la transparencia y promueve la 
rendición de cuentas a través de 
la evaluación, tratando de dotar 
de una arquitectura institucional 
que guíe y enmarque la práctica 
evaluativa, en base a los hallazgos 
y propuestas que se derivan de la 
evaluación encargada por la co-
munidad autónoma a la AIReF 
(AIReF, 2021b).

Con independencia de es-
tas experiencias para ordenar y 
configurar los marcos de la EvPP, 
prácticamente todas las comuni-
dades autónomas han desarrolla-
do prácticas evaluativas ligadas a 
diferentes políticas sectoriales. Es-
tas evaluaciones se han centrado 
en programas específicos, a me-
nudo receptores de fondos euro-
peos, como los Fondos Europeos 
de Desarrollo Regional (FEDER) o 
el Fondo Social Europeo (FSE), 
llevadas a cabo por organismos 
y unidades ubicados en diferentes 
consejerías con competencias para 
tales efectos. La exigencia de estos 
programas en términos de planifi-
cación, así como de justificación y 
seguimiento de los recursos recibi-
dos merece ser destacada, puesto 
que ha contribuido a difundir una 
cultura de evaluación en muchos 
organismos, unidades y servicios 
de las comunidades autónomas, 
así como a la adquisición progre-
siva de ciertos conocimientos y 
experiencia técnica en materia de 
evaluación. Sin embargo, estas ex-
periencias han tendido a ser limi-
tadas en su alcance y más orienta-
das al cumplimiento de requisitos 
externos que a un enfoque inte-
gral y transversal de la evaluación 
de políticas públicas. 

Unido a esto, hay que destacar 
dos factores adicionales que ayu-
dan a entender el contexto regio-
nal actual. Los gestores públicos 
regionales no han sido ajenos a la 
preocupación creciente por la efi-
ciencia y la transparencia del gasto. 
En segundo lugar, la necesidad ma-

desafíos particulares. Según Trias 
y Zúñiga-Guevara (2024), la nor-
mativa catalana establece la obli-
gación de evaluar políticas pú-
blicas en varios sectores, pero la 
práctica evaluadora sigue siendo 
fragmentada y depende en gran 
medida de la disponibilidad de 
recursos y de la voluntad política 
de los Gobiernos. En el caso ga-
llego, la Comunidad ha creado 
la Axencia para a Modernización 
Tecnolóxica de Galicia (AMTEGA), 
que ha liderado la implementa-
ción de sistemas de evaluación y 
la promoción de la cultura eva-
luativa en la comunidad, y desta-
ca por adoptar un enfoque más 
integrador, y muy entrelazado en 
la recogida y el análisis de datos.

En cuanto a experiencias más 
recientes, la Comunidad de Madrid 
ha dado un paso significativo, en-
focado hacia el ámbito de la eva-
luación de la eficiencia del gasto 
público. El Decreto 230/2023, de 
6 de septiembre, establece en su 
artículo 17 la creación de la Ofici-
na Técnica para la Evaluación de 
la Eficiencia del Gasto, cuyo obje-
tivo principal es garantizar el uso 
eficiente de los recursos públicos 
mediante un sistema de evalua-
ción que permita analizar la efi-
cacia y eficiencia de las políticas 
implementadas. Esta oficina pre-
tende actuar como un organismo 
especializado encargado de llevar 
a cabo estudios y análisis de las 
partidas presupuestarias más rele-
vantes de la comunidad, ofrecien-
do recomendaciones para mejorar 
la eficiencia del gasto público. No 
obstante, todavía está en fase de 
desarrollo.

Otro ejemplo relevante es 
Castilla y León, con la aproba-
ción del Decreto 18/2023, de 
28 de septiembre, que regula 
la aplicación de la evaluación 
de políticas públicas en la co-
munidad. Este decreto establece 
un marco normativo que fomen-
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múltiples consultas a distintos 
departamentos, organismos y 
niveles administrativos, no solo 
incrementan la carga de tra-
bajo, sino que también dilatan 
considerablemente los tiempos de 
evaluación. La ausencia de proto-
colos estandarizados y un lengua-
je homogéneo para el registro de 
datos contribuye a la falta de con-
sistencia y a las asimetrías en la in-
formación disponible. A menudo, 
la información está fragmentada 
en sistemas locales que no son 
interoperables, lo que provoca 
discrepancias significativas en-
tre las diferentes fuentes de da-
tos a las que se tiene acceso. Estas 
dificultades se acentúan en con-
textos descentralizados, como el 
de la información sanitaria, donde 
los sistemas de gestión de datos 
siguen siendo heterogéneos, poco 
interoperables y no comparten un 
lenguaje común. Esto añade una 
capa adicional de complejidad al 
proceso de evaluación y dificulta 
la comparación y el análisis trans-
versal de la información.

Otro reto es la opacidad que 
rodea a muchos de los datos ad-
ministrativos disponibles. Los eva-
luadores carecen a menudo de un 
catálogo claro y detallado de la in-
formación disponible, los campos 
específicos que contienen las ba-
ses de datos o los períodos cubier-
tos por estas. Esto obliga a diseñar 
peticiones de información muy es-
pecíficas, basadas en suposiciones 
sobre qué variables podrían estar 
disponibles y en qué formato, y 
que derivan de nuevo en múltiples 
interacciones con los organismos 
propietarios o gestores de datos. 
Esta situación no solo aumenta la 
incertidumbre, sino que también 
consume un tiempo valioso que 
podría dedicarse al análisis si se tu-
viera acceso directo y transparente 
a un catálogo de datos, o incluso a 
las fuentes primarias o datos en 
bruto acompañados de los meta-
datos correspondientes.

específico de estos problemas se 
encuentra en la evaluación del 
gasto sanitario, donde se destacó 
que la falta de datos integrados 
sobre la calidad asistencial, el uso 
de recursos y los resultados en sa-
lud impidió un análisis más pro-
fundo de la eficiencia y efectivi-
dad de las intervenciones (AIReF, 
2020b, 2021a, 2023). Asimismo, 
en la evaluación de políticas acti-
vas de empleo, se encontró que 
la disparidad en la recopilación 
de datos entre las diferentes co-
munidades autónomas y la falta 
de una base de datos unificada 
impidieron la comparación efec-
tiva de resultados y el aprendizaje 
entre regiones (AIReF, 2019). Es-
tas deficiencias suponen impor-
tantes limitaciones y, en muchos 
casos, fuerzan a los evaluadores a 
adaptar sus técnicas y metodolo-
gías a la información limitada dis-
ponible, en lugar de utilizar datos 
óptimos desde el inicio (AIReF, 
2020a). Esto afecta también a 
la precisión y la fiabilidad de las 
conclusiones, y limita la capaci-
dad de generar recomendaciones 
que sean verdaderamente útiles 
para la mejora de las políticas. 
Reflexiones similares aparecen 
en otros estudios y publicacio-
nes, (Red.es, 2023; Almunia y 
Rey-Biel, 2020) destacando la 
falta de coordinación y cultura de 
gestión de datos en la Adminis-
tración pública española, y subra-
yando la necesidad de mejorar la 
calidad y accesibilidad de los da-
tos al comparar las prácticas de 
datos abiertos en España con las 
de otros países. 

La experiencia práctica de los 
autores en la realización de eva-
luaciones pone de manifiesto 
otro problema crítico: la gran 
cantidad de interacciones nece-
sarias para obtener información 
que cumpla con los mínimos es-
tándares de completitud, rigor y 
calidad para el análisis. Estas in-
teracciones, que suelen implicar 

gestión y uso de datos con una fi-
nalidad de análisis. No se trata de 
una falta de información; al con-
trario, las Administraciones gene-
ran y recopilan enormes cantida-
des de datos con diferentes fines, 
con estructuras muy diferentes 
y con un grado de complejidad y 
sensibilidad altos. Algunos ejem-
plos son los datos sobre indivi-
duos (vida laboral y prestaciones, 
desempleo, datos de renta y pa-
trimonio, domicilio y unidad de 
convivencia, información sanitaria, 
estado civil y características fami-
liares, etc.), sobre empresas (ren-
dimientos económicos, actividad 
e innovación empresarial, afilia-
ción de trabajadores, etc.) y sobre 
prestaciones y servicios públicos, 
como sanidad (instalaciones, 
profesionales sanitarios, equipa-
mientos, información clínica, cali-
dad asistencial, etc.) o educación 
(resultados académicos, títulos, 
becas, centros educativos, etc.). 
A pesar de la inmensa riqueza de 
estos datos, el verdadero proble-
ma reside en su explotación, en 
la capacidad para integrarlos de 
manera coherente, y en la dificul-
tad para acceder a ellos de forma 
oportuna, ágil y efectiva para fi-
nes de evaluación (Varela, 2023; 
AIReF, 2020a; Almunia y Rey-Biel, 
2020). Esta situación genera un 
coste significativo: en términos de 
tiempo, de recursos, y de oportu-
nidades perdidas para mejorar la 
efectividad de la EvPP.

Este problema ha sido seña-
lado repetidamente tanto por 
evaluadores y analistas, publica-
ciones académicas como por la 
propia Administración. Las eva-
luaciones de la AIReF han evi-
denciado, de manera sistemática, 
que la fragmentación y falta de 
interoperabilidad entre sistemas, 
junto con las barreras burocrá-
ticas para acceder a la informa-
ción, son barreras críticas que 
ralentizan y complican los pro-
cesos de evaluación. Un ejemplo 
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barreras y reticencias para su uso 
compartido. Además, es fun-
damental incentivar prácticas 
de transparencia en la gestión, 
creando catálogos detallados y 
accesibles que indiquen clara-
mente qué información está dis-
ponible, en qué formato y para 
qué períodos, reduciendo así la 
necesidad de múltiples solicitu-
des e interacciones que ralenti-
zan los procesos evaluativos.

Un tercer aspecto clave es la 
inversión en infraestructuras tec-
nológicas que faciliten el inter-
cambio seguro y eficiente de da-
tos. Esto incluye el desarrollo de 
plataformas digitales integradas 
que permitan la interconexión 
de bases de datos entre distintos 
organismos y Administraciones, 
asegurando que los datos pue-
dan ser fácilmente compartidos 
y utilizados para evaluaciones 
rigurosas. Estas infraestructuras 
deben garantizar la privacidad 
y seguridad de la información, 
respetando las normativas de 
protección de datos persona-
les, pero permitiendo, al mismo 
tiempo, un uso más eficiente de 
los mismos para fines de análi-
sis y evaluación (Andrés Jovani, 
2023; Red.es, 2023).

Finalmente, es fundamental 
seguir estableciendo acuerdos 
interinstitucionales que faciliten 
el acceso y uso de datos entre di-
ferentes niveles de la Administra-
ción, siguiendo los ejemplos de 
la AIReF, la Agencia Tributaria o 
el INSS. También resultaría alta-
mente interesante extender e in-
volucrar activamente en ellos a la 
academia, universidades y otros 
agentes del ecosistema evalua-
dor. La colaboración con estos 
actores externos puede aportar 
nuevas perspectivas, metodolo-
gías innovadoras y conocimien-
tos especializados que enrique-
cerían los análisis.

convenios y acuerdos de acceso 
a datos entre grandes institucio-
nes y organismos. Un ejemplo 
es el convenio firmado en 2022 
entre la AIReF, la Agencia Tribu-
taria y el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social (INSS) para 
permitir a la institución acceder 
a un amplio conjunto de infor-
mación, convenientemente ano-
nimizada, necesaria para la eva-
luación anual de la eficiencia y 
eficacia del ingreso mínimo vital 
(IMV) (9). En una línea similar, el 
Instituto Nacional de Estadística 
(INE), la Agencia Tributaria, el 
Instituto Nacional de la Seguri-
dad Social (INSS) y el Banco de 
España acordaron, en abril de 
2021, comenzar a trabajar con-
juntamente en el desarrollo de 
un sistema de acceso a sus bases 
de datos con fines científicos de 
interés público (Varela, 2023).

Aunque suponen un avance 
importante, estas iniciativas no 
dejan de constituir experiencias 
puntuales y con carácter aisla-
do, siendo necesario adoptar 
un enfoque integral que abor-
de los problemas estructurales 
señalados. En primer lugar, son 
necesarios protocolos comunes 
para el registro y manejo de in-
formación, garantizando la inte-
roperabilidad entre sistemas y la 
consistencia de los datos, espe-
cialmente cuando se desciende 
a contextos descentralizados, 
donde la realidad es mucho más 
fragmentada. La creación de un 
lenguaje común y la estandariza-
ción de los metadatos son me-
didas esenciales para facilitar la 
integración de datos provenien-
tes de diversas fuentes y niveles 
administrativos. 

En segundo lugar, es crucial 
continuar promoviendo una cul-
tura de datos más abierta y, so-
bre todo, colaborativa en todos 
los niveles de la Administración 
pública, donde todavía existen 

En este contexto, mejorar el 
aprovechamiento efectivo de los 
datos, la cultura y la gobernan-
za del dato en todos los niveles 
de la Administración no es solo 
un reto técnico, sino una nece-
sidad estratégica y urgente para 
potenciar la EvPP en España. 

En los últimos años, se han 
dado algunos pasos importan-
tes, tratando de promover una 
cultura de datos más abierta 
y colaborativa. Un ejemplo lo 
constituye la creación, en 2020, 
de la Oficina del Dato en la Se-
cretaría de Estado de Digitali-
zación e Inteligencia Artificial, 
enmarcada y respaldada por la 
Estrategia Europea de Datos (CE, 
2020). Su papel de centralizador 
y de coordinador del sistema pre-
tende facilitar el uso inteligente 
de los datos y posibilitar las si-
nergias entre los departamentos 
ministeriales y Administraciones 
públicas. Iniciativas similares se 
han producido en algunas co-
munidades autónomas. A finales 
de 2022, el Gobierno de Navarra, 
a través del Departamento de 
Universidad, Innovación y Trans-
formación Digital, aprobó la 
creación de la Oficina del Dato 
de Navarra (ODaN), cuya misión 
es gestionar el ciclo completo de 
estos activos, desde su creación 
hasta su almacenamiento, uso 
y compartición a Administra-
ciones, empresas, universidades 
y ciudadanía en general (7). De 
forma análoga, en diciembre 
de 2023, el Consejo de Gobier-
no Vasco aprobó la Estrategia 
de Gobernanza de los Datos del 
Sector Público de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi, en la 
que se prevé la creación de una 
Oficina del Dato, para la coor-
dinación de las diferentes acti-
vidades, operaciones y procesos 
relacionados con su gestión (8).

También resulta particular-
mente interesante la firma de 
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implementar políticas ineficaces 
y, por tanto, los costes asociados.

Además, la experimentación fo-
menta la colaboración entre diver-
sos actores, incluyendo Adminis-
traciones públicas, universidades, 
centros de investigación, el sector 
privado y organizaciones no gu-
bernamentales. Esta colaboración 
no solo enriquece el proceso de 
evaluación al incorporar diferentes 
perspectivas y conocimientos, sino 
que también fortalece la capacidad 
institucional para desarrollar políti-
cas basadas en evidencia sólida.

Otro aspecto crucial es la capa-
cidad de la experimentación para 
facilitar la innovación en las políti-
cas públicas. En un entorno donde 
los problemas sociales y económi-
cos son cada vez más complejos, 
la posibilidad de probar nuevas 
ideas en un entorno controlado 
se vuelve esencial. Esto permite a 
los Gobiernos adaptar y mejorar 
sus políticas de manera continua, 
basándose en los resultados obte-
nidos de los experimentos.

Finalmente, la experimentación 
contribuye a aumentar la transpa-
rencia y la rendición de cuentas en 
la gestión pública. Al basar las de-
cisiones políticas en resultados ex-
perimentales claros y verificables, 
se mejora la calidad de la gober-
nanza y se genera una mayor con-
fianza por parte de la ciudadanía 
en las instituciones públicas.

En cualquier caso, no hay que 
olvidar que este tipo de análisis 
conllevan, asimismo, importan-
tes retos, puesto que requieren 
un importante volumen de re-
cursos dedicados al diseño y la 
evaluación. Además, el tiempo 
requerido entre que se diseña la 
política y termina finalmente im-
plantada puede llegar a ser muy 
amplia. Por ello, la experimen-
tación se debe consolidar como 
una herramienta más dentro de 

sus siglas en inglés), técnica am-
pliamente utilizada en disciplinas 
como la medicina y la farmacia, ha 
ganado creciente interés en el ám-
bito de las políticas públicas. Los 
RCT permiten un control riguroso 
de las variables externas al dividir 
a los participantes en un grupo de 
tratamiento y un grupo de control. 
Al aplicar la intervención única-
mente al grupo de tratamiento y 
comparar los resultados con los del 
grupo de control, se puede identi-
ficar con gran precisión el impacto 
de la política evaluada, minimizan-
do el riesgo de relaciones espurias 
(COTEC y RED2RED, 2022). 

El uso de la experimentación en 
la evaluación de políticas públicas 
no solo ofrece un mecanismo ro-
busto para determinar la efectivi-
dad de las intervenciones, sino que 
también permite optimizar su di-
seño antes de su implementación 
a gran escala. Esto tiene un doble 
beneficio: por un lado, maximiza 
el impacto positivo de las políticas 
y, por otro, reduce el riesgo de que 
políticas ineficaces sean adopta-
das, lo que a largo plazo conlleva 
un ahorro significativo para las Ad-
ministraciones públicas. Además, 
la experimentación permite testear 
pequeños cambios en los detalles 
de los programas públicos. Esto es 
especialmente relevante porque se 
ha comprobado en numerosas in-
tervenciones que pequeñas varia-
ciones en el diseño pueden tener 
resultados muy dispares (Thaler y 
Sunstein, 2008).

El potencial de la experimen-
tación como herramienta inno-
vadora en la evaluación de po-
líticas públicas es inmenso. En 
primer lugar, permite mejorar la 
efectividad de las intervenciones 
al ofrecer la posibilidad de eva-
luarlas de manera preliminar, 
identificando aquellas políticas 
más prometedoras antes de su 
despliegue masivo. Esto reduce 
significativamente el riesgo de 

2.	El potencial de la 
experimentación como 
herramienta de evaluación 
innovadora

La evaluación de políticas pú-
blicas ha sido tradicionalmente 
un ejercicio centrado en analizar 
los resultados de una determi-
nada intervención en el pasado. 
Este enfoque se ha sustentado 
en el uso de diversos métodos 
cuantitativos y cualitativos con 
el objetivo fundamental de es-
tablecer relaciones causales, es 
decir, identificar con claridad 
cómo una política específica ha 
influido en los resultados obser-
vados. Para alcanzar este propó-
sito, es crucial aislar, con base en 
la evidencia empírica, los efectos 
concretos de una política públi-
ca en un contexto social, econó-
mico y cultural específico. Esta 
capacidad de aislamiento es lo 
que permite a los responsables 
de políticas determinar con pre-
cisión si una intervención ha sido 
efectiva y en qué condiciones.

Para abordar este desafío, se 
han desarrollado múltiples téc-
nicas econométricas de carácter 
cuasiexperimental que buscan, 
mediante modelos de regresión, 
aislar el efecto de la política de 
otras variables externas. Estos 
métodos, como las regresiones 
en discontinuidad, el propensity 
score matching (emparejamien-
to por puntuación de propen-
sión), los modelos de diferencias 
en diferencias y los controles sin-
téticos, permiten a los analistas 
establecer una relación causal con 
mayor precisión. Estas técnicas, 
aunque útiles, presentan limita-
ciones inherentes, ya que suelen 
basarse en supuestos que, si no se 
cumplen completamente, pueden 
introducir sesgos en los resultados.

En este contexto, la experimen-
tación inspirada en los ensayos 
controlados aleatorios (RCT, por 
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acciones recomendadas. Ade-
más, el seguimiento debe incluir 
un análisis de las posibles barre-
ras o desafíos que puedan surgir 
durante la implementación, para 
poder ajustarlas en tiempo real y 
asegurar su éxito.

La aplicación del principio 
de «cumplir o explicar» puede 
constituirse como un mecanis-
mo útil de rendición de cuentas 
posterior a la evaluación, al esta-
blecer que las Administraciones 
tienen obligación de seguir las 
recomendaciones del evaluador 
o explicar los motivos por los 
que se desvían de las mismas. En 
España, este principio se inicia 
en el año 2003 con el Informe 
de la Comisión Especial para el 
Fomento de la Transparencia y 
Seguridad en los Mercados y en 
las Sociedades Cotizadas, «In-
forme Aldama» (CNMV, 2003) 
y aplica también a los spending  
review realizados por la AIReF, 
incluyendo además una meto-
dología de seguimiento y res-
puesta por parte de los departa-
mentos ministeriales (Ministerio 
de Hacienda, 2024). Se vislum-
bra también en la LIEPP, que en 
su artículo 23, dispone que el 
órgano responsable de la políti-
ca pública objeto de evaluación 
deberá indicar las medidas que 
adoptará y justificar aquellas 
que no aplique. Aunque su im-
plementación no es todavía uni-
versal, es positivo que se vayan 
introduciendo más preceptos 
en esta línea.

Para que la implementación 
sea efectiva, es crucial involucrar 
también a todos los actores re-
levantes desde el inicio. Esto in-
cluye no solo a los responsables 
de la política, sino también a sus 
destinatarios y a otras partes in-
teresadas que puedan influir en 
su éxito. La comunicación clara y 
el consenso en torno a los obje-
tivos y las acciones a seguir son 

212 millones de euros en 34 iti-
nerarios en los que han participa-
do 76.000 personas en situación 
de pobreza—, sino también en su 
carácter innovador (Ministerio de 
Inclusión, 2024).

Para asegurar la robustez me-
todológica del proyecto, el minis-
terio contó con el apoyo científico 
del Centro de Estudios Monetarios 
y Financieros (CEMFI) y de J-PAL y 
la asistencia técnica de la consulto-
ra PricewaterhouseCoopers (PwC) 
para la elaboración de los in-
formes finales de evaluación de 
proyectos piloto. 

3.	Seguimiento y acción: 
claves para la efectividad 
de la EvPP

Tras identificar las áreas de 
mejora o de éxito en una políti-
ca pública, es esencial establecer 
mecanismos de seguimiento que 
permitan monitorear cómo se 
están llevando a cabo las reco-
mendaciones. Sin un seguimien-
to adecuado, existe el riesgo de 
que las conclusiones de las eva-
luaciones no se traduzcan en 
cambios reales o que se imple-
menten de manera inadecuada, 
diluyendo su impacto potencial.

Un avance interesante en esta 
línea ha sido desarrollado por la  
AIReF con el Observatorio Inte-
ractivo de Recomendaciones (10) 
,que dota de transparencia al 
proceso posterior a la evalua-
ción. Se trata de una herramien-
ta que permite consultar las re-
comendaciones con cierto nivel 
de profundidad, ofrece estadís-
ticas y permite filtrar la informa-
ción por tipo de Administración 
responsable de la aplicación de 
las recomendaciones. 

Un enfoque de seguimiento 
efectivo implica la creación de 
indicadores claros y medibles 
que permitan evaluar, de mane-
ra continua, el progreso de las 

las distintas formas de evalua-
ción de las políticas públicas, 
complementando y no necesa-
riamente sustituyendo a otros 
métodos más consolidados.

El auge de los programas 
de experimentación en políti-
cas públicas se remonta a los 
años noventa, con un notable 
impulso en el ámbito de la coo-
peración internacional para el 
desarrollo, impulsado principal-
mente por el Banco Mundial. En 
2003, los economistas Abhijit 
Vinayak Banerjee y Esther Duflo, 
fundadores del Laboratorio de 
Acción contra la Pobreza (J-PAL) 
en el Instituto Tecnológico de 
Massachusetts (MIT), sentaron 
las bases para el uso sistemáti-
co de la experimentación social. 
J-PAL se ha consolidado como 
un referente global en la imple-
mentación y difusión de meto-
dologías de evaluación basadas 
en RCT, influenciando tanto a 
académicos como a respon-
sables de políticas públicas en 
todo el mundo.

En España, aunque la experi-
mentación en políticas públicas 
es aún limitada, se están desa-
rrollando iniciativas de gran re-
levancia que podrían marcar un 
punto de inflexión. Un ejemplo 
destacado es la evaluación de 
los proyectos de itinerarios de 
inclusión social ligados al IMV. 
Esta iniciativa, enmarcada en el 
Componente 23 del PRTR, busca 
implementar un nuevo modelo 
de inclusión que reduzca la des-
igualdad de renta y las tasas de 
pobreza en España. Para ello, se 
han planteado proyectos piloto 
que incluyen la colaboración de 
comunidades autónomas, ciuda-
des autónomas, entidades loca-
les y el tercer sector social.

La importancia de esta iniciati-
va radica no solo en su alcance y 
magnitud —con una inversión de 
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públicas se vea como un proceso 
integral que va más allá del análi-
sis inicial y de las conclusiones, ha-
llazgos o recomendaciones que de 
este se derivan. La verdadera efec-
tividad de las evaluaciones se lo-
gra cuando sus recomendaciones 
son implementadas de manera 
efectiva, se realiza un seguimien-
to constante y se ajusta el rumbo 
según sea necesario. Solo así es 
posible asegurar que las políticas 
públicas cumplan con sus objeti-
vos y generen un impacto positivo 
y duradero en la sociedad.

facilitar la transición y minimizar 
la resistencia.

Finalmente, hay que tener en 
cuenta que el proceso de imple-
mentación no es estático. Resulta 
necesario realizar reevaluaciones 
intermedias que permitan ajustar 
el rumbo, asegurar que la imple-
mentación siga alineada con los 
objetivos y que esté respondiendo 
a las necesidades emergentes y a 
los cambios en el contexto.

En definitiva, resulta imperati-
vo que la evaluación de políticas 

elementos clave para asegurar 
que la implementación sea fluida 
y eficiente.

Además, la gestión del cam-
bio juega un papel central en 
esta fase. Toda intervención im-
plica cambios que pueden en-
frentar resistencias, ya sea por 
parte de los responsables de eje-
cutar la política o por parte de 
la ciudadanía. Por ello, es funda-
mental desarrollar estrategias de 
gestión del cambio que incluyan 
la formación, la sensibilización 
y la comunicación continua para 

RECUADRO 1 
El caso de las políticas y estrategias para el fomento de los medicamentos biosimilares

Los medicamentos biosimilares, que actúan como alternativas terapéuticas a los biológicos de 
referencia y ayudan a reducir los precios dentro del sistema de precios de referencia, desempeñan 
un papel fundamental en la sostenibilidad financiera del sistema sanitario al liberar recursos sig-
nificativos sin comprometer la calidad asistencial. En este sentido, el fomento de los biosimilares 
forma parte de las propuestas de política farmacéutica formuladas por los principales organismos 
internacionales y nacionales, por expertos sanitarios y por la propia AIReF en sus evaluaciones 
de gasto sanitario (Lobo y Del Río, 2020; Ministerio de Sanidad, 2019; CE, 2019; AIReF, 2020b, 
2021a, 2023).

Aunque existe un consenso amplio sobre la importancia de fomentar el uso de los biosimilares, 
su adopción sigue mostrando diferencias significativas entre los servicios de salud, los centros 
sanitarios, e incluso entre servicios clínicos y profesionales concretos. Estas disparidades reflejan 
no solo las diversas estrategias y enfoques aplicados para su implementación, sino también la 
compleja realidad del sistema sanitario español, caracterizado por un alto grado de descentrali-
zación de las decisiones y autonomía en la gestión en los diferentes niveles de atención.

Muchas de las acciones para su fomento que han demostrado ser más eficaces o que constituyen 
casos de éxito incluyen incentivos, tanto financieros como no financieros, dirigidos a los profe-
sionales sanitarios y equipos clínicos; acuerdos de ganancias compartidas, mediante los cuales 
parte de los ahorros derivados del uso de biosimilares se destinan o revierten sobre los propios 
equipos; formación, incluyendo información actualizada sobre los beneficios y la seguridad de 
los biosimilares.

Todas ellas comparten un denominador común: que su éxito requiere de un enfoque integral y 
adaptativo, que combine acciones de gestión del cambio, comunicación organizacional, desplie-
gues en diferentes entornos, seguimiento, monitorización y reevaluación constante. Este enfoque 
es aún más crítico en un contexto de microgestión sanitaria como el descrito, donde las decisiones 
se toman a diferentes niveles y se requieren ajustes continuos para adaptarse a las necesidades locales.

Este ejemplo subraya que el éxito de las políticas públicas no reside únicamente en la calidad de la 
evaluación inicial, sino en la capacidad de llevar a cabo un seguimiento riguroso, una gestión del cam-
bio efectiva, y una adaptación continua basada en la evidencia. Solo a través de este enfoque integral 
y dinámico es posible asegurar que las evaluaciones se traduzcan en mejoras reales y sostenibles.
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se concretó el encargo de la fase II del 
Spending Review, con cuatro áreas de 
estudio: los beneficios fiscales, el gas-
to hospitalario del Sistema Nacional 
de Salud (SNS) en farmacia y bienes de 
equipo, los incentivos a la contratación 
y al trabajo autónomo y las infraestruc-
turas del transporte. En junio de 2021 
se adoptó el acuerdo para el encargo de 
la fase III, que incluye los instrumentos 
financieros y la gestión de los residuos 
urbanos.

(4) En el PRTR, la EvPP se contempla 
desde dos perspectivas complementa-
rias: la modernización de las Adminis-
traciones públicas, mediante el refuer-
zo del marco regulatorio e institucional 
de la evaluación ex ante para el diseño 
y planificación de las políticas públi-
cas (Componente 11: Modernización 
de las Administraciones Públicas); y la 
mejora de la eficacia del gasto públi-
co dando continuidad a los ejercicios 
ex post de revisión del gasto público 
(Componente 29: Mejora de la eficacia 
del gasto público).

(5) La Moncloa. 01/12/2022. El Congreso 
aprueba definitivamente la Ley de Evalua-
ción de Políticas Públicas [Prensa/Actuali-
dad/Hacienda].

(6) En términos de alcance, la LIEPP se 
aplica a la evaluación de las políticas 
públicas de la AGE y sus organismos, 
manteniendo la fiscalización económi-
co-financiera a cargo del Tribunal de 
Cuentas y la revisión ex post del gasto 
público realizada por la AIReF, en los 
términos establecidos en sus normativas 
reguladoras. Se excluyen las actividades 
de auditoría y control con regulación es-
pecífica, y la ley tiene carácter supletorio 
en aspectos no previstos por normativas 
específicas.

(7) https://odan.navarra.es/es/

(8) https://www.euskadi.eus/estrategia-
de-gobernanza-de-los-datos-del-sector-
publico-de-la-cae/web01-a2data/es/

(9). Resolución de 11 de abril de 2022, 
de la Subsecretaría, por la que se publi-
ca el Convenio entre la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social y la Au-
toridad Independiente de Responsabili-
dad Fiscal, A.A.I., para la cesión de infor-
mación relativa al ingreso mínimo vital.

(10). https://www.airef.es/es/observato-
rio-de-recomendaciones/

clusión, ya que permite romper 
no solo con el paradigma tradi-
cional de evaluación retrospec-
tiva, sino también con la propia 
concepción y diseño de las inter-
venciones públicas, haciéndolas 
más efectivas y ajustadas a las 
necesidades reales. 

Por último, asegurar un se-
guimiento efectivo y una gestión 
dinámica del cambio es crucial 
para que las evaluaciones de 
políticas públicas trasciendan el 
mero ejercicio técnico y se con-
viertan en auténticos motores de 
transformación. No basta con 
formular recomendaciones: es 
necesario implementar mecanis-
mos de seguimiento continuos, 
adaptativos y transparentes que 
permitan ajustar las interven-
ciones, aprendiendo de los re-
sultados y garantizando que las 
políticas públicas respondan con 
agilidad a las necesidades cam-
biantes de la sociedad.

NOTAS

(1) AEVAL se establece mediante el Real 
Decreto 1418/2006, de 1 de diciembre, 
por el que se aprueba el Estatuto de la 
Agencia Estatal de Evaluación de las Polí-
ticas Públicas y la Calidad de los Servicios.

(2 Real Decreto 769/2017, de 28 de 
julio, por el que se desarrolla la estruc-
tura orgánica básica del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública y se modi-
fica el Real Decreto 424/2016, de 11 de 
noviembre, por el que se establece la 
estructura orgánica básica de los depar-
tamentos ministeriales.

(3 El Spending Review 2018-2021 
fue el primer encargo realizado por el  
Gobierno a la AIReF. Esta primera fase 
se concretó en siete proyectos: Estrate-
gia y Procedimientos en la Concesión de 
Subvenciones, Medicamentos dispensa-
dos a través de receta médica, Programa 
de Políticas Activas de Empleo, Becas de 
Educación Universitaria, Programa de 
Promoción del Talento y su empleabi-
lidad en I+D+i, Fortalecimiento de la 
Competitividad Empresarial y Evalua-
ción de la Sociedad Estatal de Correos 
y Telégrafos y la prestación del Servicio 
Postal Universal. En diciembre de 2018 

IV.	 CONCLUSIONES

La evaluación de políticas pú-
blicas (EvPP) en España está en 
fase de convergencia al nivel de 
desarrollo alcanzado por otras 
democracias modernas. Este 
avance ha sido impulsado por 
un mayor reconocimiento ins-
titucional, la integración de la 
práctica evaluativa en la gestión 
cotidiana de las Administracio-
nes, y la configuración de mar-
cos organizativos y normativos 
específicos que facilitan su im-
plementación.

El diagnóstico presentado 
revela una Administración pú-
blica estatal y autonómica cada 
vez más implicada en consolidar 
un sistema evaluador verdade-
ramente efectivo, coherente e 
integral, que supere los desafíos 
estructurales y culturales que to-
davía limitan el desarrollo de la 
evaluación y su impacto en la 
toma de decisiones. El momento 
actual representa, pues, una ven-
tana de oportunidad única para 
emprender reformas sustantivas 
que impulsen nuevas perspecti-
vas y enfoques, fortaleciendo así 
la EvPP como una herramienta 
clave de gobernanza y mejora 
continua.

Para aprovechar esta opor-
tunidad, tres aspectos resultan 
fundamentales. En primer lugar, 
establecer una gobernanza del 
dato sólida y mejorar la gestión 
de los datos se presenta como 
un mandato ineludible para ga-
rantizar evaluaciones rigurosas, 
de alto valor analítico y, sobre 
todo, ágiles. No puede resultar 
aceptable que el tiempo necesa-
rio para obtener la información 
exceda al destinado a su análisis. 

En segundo lugar, reforzar la 
apuesta por la experimentación 
pública en la senda del trabajo 
realizado por el Ministerio de In-
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